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H
a sido muy difundido un comunicado de la Superintendencia de Sociedades en el cual se informa: “Bogotá D.C., 23 de febrero de 2023. A través de las Resoluciones 900-000989 y 900-000990, del 17 de febrero de 2023, la Superintendencia de Sociedades confirmó dos decisiones en virtud de la cuales se impusieron dos multas a la sociedad KPMG S.A.S., identificada con el NIT 860.000.846-4, por el incumplimiento de sus obligaciones como revisora fiscal de las sociedades Alpha Capital S.A.S. y Vive Créditos Kusida S.A.S. ―Las decisiones se fundamentaron en que la sociedad, en su rol de revisora fiscal, no presentó oportunamente su dictamen de los estados financieros del año 2020 de las compañías supervisadas, desconociendo de este modo, lo establecido en los artículos 207 –numerales 1, 3, 7 y 9– y 208 del Código de Comercio, así como lo contemplado en las Normas Internacionales de Auditoría 250, 700 y 705, contenidas en el Anexo 4 del Decreto 2420 de 2015.” Son varios los contadores públicos que piensan que mientras su cliente no les entregue la información necesaria no están obligados a realizar los procedimientos finales propios de su encargo ni a emitir el dictamen o informe correspondiente. Es claro que el revisor fiscal debe establecer la fecha en la cual vencerá su plazo para pronunciarse e introducirlo en la programación que deberá acordar con el cliente. Llegado el momento ya se verá si se abstendrá de opinar (lo cual exige un escrito) o su opinión será desfavorable. Es muy preocupante que una entidad no tenga lista oportunamente toda la información que debe ponerse a disposición de los socios con motivo de su reunión ordinaria. Las causas pueden ser justas o no, pero en todo caso la situación necesita de la mayor atención. A veces, los revisores fiscales habrían tenido que informar a las juntas directivas, asambleas y entidades de supervisión de los hechos ocurridos que podrían producir el incumplimiento del que estamos hablando. Es decir que antes del vencimiento del plazo para informar o dictaminar ya habrían tenido que denunciar el estado de las cosas. Por otra parte, toda la legislación existe por motivo de orden público, salvo que el legislador expresamente la hubiese expedido para suplir los asuntos eventualmente no regulados. Por tanto, es normal que se considere que si la revisoría fiscal es obligatoria debe entenderse que entonces su regulación se motiva en el orden público. El régimen de los dictámenes una vez producidos es cuestión del derecho de las organizaciones, por ejemplo, el societario dentro del derecho comercial o mercantil, o el de las personas jurídicas dentro del derecho civil. Con el paso del tiempo los dictámenes se volvieron públicos, así como los estados financieros respectivos, sirviendo a otros terceros, desde acreedores e inversionistas hasta el público en general. La Superintendencia subrayó que los servicios de revisoría fiscal deben satisfacer estas características: eficaz, permanente, integral, independiente, oportuna y objetiva, ajustándose a las normas establecidas en el ordenamiento jurídico. Lástima que sigue dando pie al equivoco que contribuyó a generar en 1989. Quedamos preocupados porque nada se dice o da entender sobre las acciones de los respectivos administradores.
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